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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / PERSONA CONDENADA / RECLUSIÓN EN CENTRO DE DETENCIÓN TRANSITORIO / INCUMPLIMIENTO DEBERES DEL INPEC / AFECTACIÓN DE DERECHOS DEL PRIVADO DE LA LIBERTAD.
Uno de los aspectos a abordar en esta oportunidad, tiene que ver con la presunta vulneración de los derechos fundamentales del señor Leonel Valderrama Hernández, por encontrarse detenido en las instalaciones de la UPPV, a pesar de ostentar la calidad de condenado. 

Como se puede apreciar en el expediente, el señor Valderrama fue condenado a purgar una pena física de 38 meses de prisión intramural…
No obstante, a la fecha, y habiendo transcurrido 2 años desde que se formalizó la detención del accionante y se ordenó su traslado a un centro de reclusión, éste sigue recluido en una institución Policial de detención preliminar que se encuentra a cargo del municipio de Pereira, por lo tanto, no es un establecimiento que haga parte del INPEC y sólo está destinado y diseñado para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.
… cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, por ende, es dicho Instituto, y no un organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad. (…)
Aunado a lo anterior, surgen otros aspectos de relevancia que también quebrantan los derechos fundamentales de los sentenciados, y es que el INPEC no se ha tomado siquiera el trabajo de verificar las actividades y labores que ha desempeñado el privado de la libertad en la UPPV, que le puedan servir como descuentos de pena para hacerse acreedor a beneficios administrativos a instancias del Juzgado que vigila la ejecución de la pena…
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con motivo de la acción de tutela instaurada por parte de la señora Jenny Francys Ocampo López, compañera sentimental y agente oficiosa de LEONEL VALDERRAMA HERNÁNDEZ, en contra del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Se extrae de la narración de la accionante que:
1. El señor Leonel Valderrama Hernández se encuentra privado de la libertad en el centro de detención transitorio UPPV en calidad de condenado, tras la imposición de una pena de 38 meses que viene descontando desde el 27 de noviembre de 2018. 
2. A la fecha, el señor Valderrama ha descontado 23 meses y 15 días de la pena física, haciéndose acreedor al reconocimiento del subrogado de la libertad condicional. 
3. El 17 de septiembre de 2020 se envió al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira una solicitud en tal sentido, para lo cual se allegó el arraigo familiar, certificaciones de trabajo y participación en la confraternidad carcelaria del INPEC y la constancia de una petición elevada a la Dirección de la UPPV para que se acreditaran los servicios prestados durante su permanencia en ese Centro. 
4. Mediante Auto 2732 del 26 de octubre de 2020, el Juzgado contestó que una vez el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la ciudad tuviera a su cargo al condenado, debía estudiar la posibilidad de expedir resolución con concepto favorable para la concesión del subrogado solicitado; además, refiere que mediante auto del 5 de octubre ofició a dicho Establecimiento para conocer las razones por las que el condenado no ha sido trasladado a ese lugar. 
5. A pesar de lo anterior, el INPEC viene sufriendo problemas de hacinamiento, por lo que no da abasto para albergar a todos los privados de la libertad, tanto que en el caso del señor Leonel, se tiene que él está en las instalaciones de la UPPV desde diciembre de 2018, habiendo transcurrido todo el 2019 sin que la Cárcel de varones de Pereira lo recibiera; además, en este año, debido a la pandemia del Coronavirus, fueron suspendidos los movimientos de los internos entre las cárceles y centros de detención por 3 meses, pero refirió que una vez superada la situación, la UPPV requirió a las directivas regionales y locales del INPEC para que estudiaran la posibilidad de autorizar los traslados. 
6. Por otro lado, el señor Valderrama Hernández ha servido de instrumento de enseñanza a los internos de la UPPV como instructor de taller en madera, participó en la confraternidad carcelaria, obtuvo reconocimientos por parte de las directivas de la Policía Nacional y ha observado buena conducta, lo que debe ser considerado como aspectos positivos en su proceso de resocialización, por esta razón, le parece que no es justo que el Juzgado que vigila la ejecución de la penal exija el traslado del privado de la libertad para estudiar la solicitud de libertad condicional. 
PRETENSIONES:

Acorde con los hechos narrados en precedencia, la accionante pidió el amparo de los derechos fundamentales a la libertad y acceso a la administración de justicia de los cuales sería titular el señor Leonel Valderrama Hernández, y como consecuencia de ello, se le ordene al Despacho accionado que resuelva de manera justa, pronta y eficaz la solicitud de libertad condicional deprecada por el señor Leonel, sin exigir para ello su traslado a un centro de reclusión. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

- El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. Además, se ordenó la vinculación oficiosa del apoderado judicial del accionante, el Ministerio Público, la UPPV de Pereira, Secretaría de Gobierno Municipal y Alcaldía de Pereira, Dirección General del INPEC, Dirección del INPEC Regional Viejo Caldas, Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira. Adicionalmente, se requirió a las aludidas dependencias del INPEC para que informaran por qué razón el señor Valderrama Hernández continúa privado de la libertad en un centro de detención transitorio, a pesar de encontrarse en calidad de CONDENADO.
2. Intervenciones:
- El Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, inició por confirmar que ese Despacho vigila la pena impuesta al ciudadano Leonel Valderrama Hernández, condenado a una pena física de 38 meses de prisión por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, quien lo declaró responsable de incurrir en el punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 
De igual manera, ratificó que mediante auto Nro. 2732 del 26 de octubre de 2020, el Juzgado decidió reiterar la orden dada al INPEC mediante Auto 2477 del 5 octubre de 2020, en que se pedían explicaciones del porqué el señor Leonel Valderrama no ha sido recluido aún en las instalaciones del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la ciudad, sitio destinado para las personas contra quienes se ha proferido sentencia de condena, y se dispuso que dicho traslado se materialice en la mayor brevedad posible; además, se instó para que una vez ingresara el condenado, se estudiara la viabilidad de expedir el citado concepto favorable para la solicitud liberatoria. 
Por otro lado, explicó que para resolver la solicitud de libertad condicional, es necesario dar cumplimiento a lo reglado en el artículo 471 del Código de Procedimiento Penal, o sea, contar con la cartilla biográfica, la resolución con concepto favorable y demás documentos que resulten pertinentes para verificar el proceso de resocialización, los cuales no pueden ser expedidos por la dirección de la UPPV, pues solo el INPEC tiene esa facultad y garantizar que el sentenciado reciba el tratamiento penitenciario para que adecúe su comportamiento y se prepare para reingresar a la sociedad. 
Además, aclaró que en la solicitud presentada en el Despacho solo se aportaron documentos que demuestran el arraigo social, mas no el familiar, y que si bien el Despacho pretendía resolver la solicitud de libertad condicional pese a no existir el concepto favorable y la cartilla biográfica, la inexistencia de prueba del arraigo familiar no lo hizo posible. 
- El Subsecretario de Seguridad y Convivencia Ciudadana de la Alcaldía de Pereira, expuso que el señor Valderrama Hernández se encuentra detenido en la UPPV desde el 01 de diciembre de 2018, y que fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira a treinta y ocho (38) meses de prisión el 24 de septiembre de 2019.
Que la U.P.P.V. ha realizado las gestiones para su traslado desde su estatus de condenado, de acuerdo al cupo de disponibilidad de los diferentes establecimientos penitenciarios y carcelarios del INPEC regional Viejo Caldas, quienes con resolución autorizan dichos traslados, pero en la actualidad, debido a la emergencia suscitada por la pandemia del Coronavirus, y lo dispuesto en el Decreto 546 de 2020, se han dificultado los traslados pues el Gobierno Nacional suspendió por 3 meses el traslado de P.P.L., pero esta situación fue superada desde julio de 2020, cuando se flexibilizaron estos traslados. 

- La Directora Regional del INPEC Viejo Caldas, expuso que si las personas pensaran en las graves consecuencias que el camino del delito trae para sus familiares, tal vez los Establecimientos Penitenciarios no estarían hacinados y estas personas estarían acompañando a sus familias.

Indicó que a la fecha no han recibido oficio remitido por el Comandante de Policía de la UPPV de Pereira solicitando prisión intramural para el condenado.
- El Director de la Cárcel de Varones de Pereira, se refirió a las directrices del Decreto 546 de 2020, que ordenó la suspensión del traslado de personas privadas de la libertad en los entes departamentales o municipales a los centros de reclusión por el término de 3 meses, aclarando que, habiéndose vencido dicho lapso, debe mediar un oficio por parte de la Dirección Regional o la Dirección Nacional del INPEC para autorizar el traslado de la PPL. En ese sentido, argumentó que carece de legitimación por pasiva. 
- El Coordinador del Grupo de Tutelas de la Oficina Asesora Jurídica del INPEC, refirió que el señor “JENNY FRANCYS OCAMPO LÓPEZ” no cuenta con registros que indiquen ingreso a un Establecimiento de Reclusión a cargo del INPEC, y que al estar en la UPPV, ese Instituto carecería de legitimación por pasiva en este asunto, pues los municipios y gobernaciones tienen una responsabilidad frente a las personas que están en calidad de “sindicadas”. 
Pidió que se vincule a la Dirección del INPEC Regional Viejo Caldas, quien sería la encargada de ordenar el traslado de los condenados dentro de su jurisdicción. 

En todo caso, concluyó que no ha vulnerado ni amenazado los derechos fundamentales de la parte accionante. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia:  

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Acorde con los planteamientos formulados por la accionante en el presente asunto, la Sala considera que existen varios problemas jurídicos a resolver, uno de ellos, está enfocado en determinar si el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del cual sería titular el señor Leonel Valderrama Hernández se ha visto quebrantado, como consecuencia de la falta de pronunciamiento en que presuntamente incurrió el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con respecto a su petición de libertad condicional, y las autoridades Carcelarias adscritas al INPEC, por no autorizar el traslado del privado de la libertad a alguno de los Centros carcelarios o de reclusión adscritos a ese Instituto. 

3. Solución del problema jurídico: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Uno de los aspectos a abordar en esta oportunidad, tiene que ver con la presunta vulneración de los derechos fundamentales del señor Leonel Valderrama Hernández, por encontrarse detenido en las instalaciones de la UPPV, a pesar de ostentar la calidad de condenado. 

Como se puede apreciar en el expediente, el señor Valderrama fue condenado a purgar una pena física de 38 meses de prisión intramural por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira desde el 24 de septiembre de 2019, de igual manera, el Subsecretario de Seguridad y Convivencia Ciudadana de la Alcaldía de Pereira certificó que dicho ciudadano se encuentra privado de la libertad en las instalaciones de la UPPV de Pereira desde el 1º de diciembre de 2018.
No obstante, a la fecha, y habiendo transcurrido 2 años desde que se formalizó la detención del accionante y se ordenó su traslado a un centro de reclusión, éste sigue recluido en una institución Policial de detención preliminar que se encuentra a cargo del municipio de Pereira, por lo tanto, no es un establecimiento que haga parte del INPEC y sólo está destinado y diseñado para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.

En este preciso caso, teniendo en cuenta, como ya se anunció, que el señor Leonel Valderrama Hernández se encuentra en calidad de condenado hace ya más de un año, debemos invocar lo consagrado en el artículo 14 de la Ley 65 de 1993:

“Corresponde al Gobierno Nacional por conducto del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta a través de una sentencia penal condenatoria, el control de las medidas de aseguramiento, del mecanismo de seguridad electrónica y de la ejecución del trabajo social no remunerado.”

A su vez, el artículo 22 Ejusdem consagra la siguiente disposición: 

“Las penitenciarías son establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en las cuales se ejecuta la pena de prisión, mediante un sistema progresivo para el tratamiento de los internos, en los términos señalados en el artículo 144 del presente Código.

Estos centros de reclusión serán de alta o máxima, media y mínima seguridad. Las especificaciones de construcción y el régimen interno establecerán la diferencia de estas categorías.”

Por otro lado, el numeral 1º del artículo 51 de la norma en cita, refiriéndose a las funciones de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, estipuló que a éstos les asiste el deber de “Verificar las condiciones del lugar o del establecimiento de reclusión donde deba ubicarse la persona condenada, repatriada o trasladada”.

En igual sentido, el artículo 38 del Estatuto de Procedimiento Penal se refiere a la competencia de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en los siguientes términos: 

“DE LOS JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad conocen:

(…)

5. De la aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una modificación en las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación efectiva de libertad.

6. De la verificación del lugar y condiciones en que se deba cumplir la pena o la medida de seguridad. Asimismo, del control para exigir los correctivos o imponerlos si se desatienden, y la forma como se cumplen las medidas de seguridad impuestas a los inimputables…”.

Acorde con los anteriores presupuestos normativos, la Sala puede aseverar lo siguiente: 

1.  Que cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, por ende, es dicho Instituto, y no un organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad. 

2. Que en los casos en que en contra de un ciudadano se profiere una sentencia condenatoria, se afianza mucho más la obligación por parte del INPEC de verificar y garantizar su proceso de resocialización, y que existe un rol mancomunado entre dicho Instituto y el Juzgado de Ejecución de Penas para vigilar las condiciones en que se habrá de cumplir la sanción física y el lugar en que ello habrá de ocurrir.  
Como ya se dijo, el accionante fue puesto a disposición del INPEC incluso desde el momento aquel en que se definió su situación jurídica con medida de detención preventiva, pero con mayor razón ahora, en que ha transcurrido más de un año desde el proferimiento de la sentencia condenatoria, se encuentra a disposición del INPEC, y no de la Policía Nacional, por lo tanto no existe justificación alguna para que a estas alturas se encuentre detenido en la Unidad Permanente de Protección a la Vida, máxime cuando es de notorio y público conocimiento que ese lugar no cumple con las reglas mínimas de respeto por sus derechos fundamentales, porque es un centro de detención transitorio, cuyas condiciones de infraestructura NO están diseñadas para albergar detenidos por tiempos prolongados, pues su estructura resulta inadecuada para dichos fines, todo ello sin contar con que, como consecuencia del hacinamiento que impera en dicha sede, se le vulneran los derechos y garantías fundamentales del actor, en lo que tiene que ver con estar recluido en condiciones dignas. 
Y es que se ha convertido en una mala praxis por parte del INPEC el dejar allí a las personas que son puestas en su custodia, aun cuando saben que en ese lugar hay pocas celdas, que las condiciones de salubridad no son adecuadas, que los espacios para asearse y para que los reclusos hagan sus necesidades fisiológicas no dan abasto, desconociendo con ello que las condiciones de privación de la libertad de la PPL debe siempre ir en consonancia con los postulados constitucionales que avalan por el reconocimiento de la dignidad humana. 
Aunado a lo anterior, surgen otros aspectos de relevancia que también quebrantan los derechos fundamentales de los sentenciados, y es que el INPEC no se ha tomado siquiera el trabajo de verificar las actividades y labores que ha desempeñado el privado de la libertad en la UPPV, que le puedan servir como descuentos de pena para hacerse acreedor a beneficios administrativos a instancias del Juzgado que vigila la ejecución de la pena, y tanto es así, que a la hora de ahora no ha librado cartilla biográfica ni mucho menos la resolución con concepto sobre la viabilidad de concederle la libertad condicional que reclama, a pesar de afirmar que incluso ya descontó la pena física que se requiere como exigencia objetiva para ese fin. En suma, el INPEC no puede desligarse de su responsabilidad y delegar los deberes que le son propios a los organismos Policiales. 

Además, la Corporación considera que el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ha omitido su deber legal de verificar las condiciones de privación de libertad del sentenciado puesto bajo su cargo, pues se conoce que tan solo el 5 de octubre de 2020 ofició al INPEC para que lo trasladara a un Centro de Reclusión. Pero, aun así, ya ha transcurrido casi dos meses desde que tal cosa ocurriera, y lo cierto es que lo dispuesto por ese Despacho no se ha materializado hasta ahora.  
Sumado a lo hasta ahora dicho, debemos precisar que la conducta asumida tanto por el INPEC como por el Juzgado 4 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira desconoce la garantía fundamental al acceso a la administración de justicia del señor Valderrama Hernández. Ello, por cuanto a la luz del artículo 229 de la Constitución Política y el 2 de la Ley # 270 de 1996 “Estatutaria de la Administración de Justicia”, reformada por la Ley 1285 de 2009, nos hablan del derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a los órganos de investigación, jueces y tribunales, bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Entonces, la activación del aparato judicial implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos, y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por lo tanto, cuando ello ocurre, y el Juez que asume el conocimiento de determinado asunto por autoridad de la Constitución y la ley profiere una resolución judicial, lo que se espera es que la misma se ejecute íntegramente, por ser de obligatorio cumplimiento; en otras palabras, todas las personas del territorio colombiano, naturales o jurídicas, privadas o públicas, tienen el compromiso de acatar las órdenes judiciales. 
Por lo dicho, la Sala considera que en este caso resulta necesario intervenir en favor de los intereses del señor Leonel Valderrama Hernández, y para ello, se habrá de ordenar al INPEC a nivel Nacional y Regional Viejo Caldas que, en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, materialicen lo dispuesto por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que ordenó el traslado de dicho ciudadano a un centro de reclusión adscrito a ese Instituto, momento para el cual deberá haberle realizado todas las pruebas respectivas para verificar que no esté contagiado y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para ello tuviese que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º
 del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlo preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.

De igual manera, deberán estos últimos asegurarse que el Director del Centro Carcelario al que sea trasladado el señor Leonel, expida en un lapso que no exceda las 72 horas a partir de su ingreso, con destino al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira la correspondiente cartilla biográfica y concepto frente a la concesión del subrogado de la libertad condicional. 

Finalmente, Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira deberá, una vez recepcionados los documentos mencionados, en un lapso que no supere las 72 horas hábiles, adoptar una decisión de fondo con respecto a la solicitud deprecada por el sentenciado con los documentos que tenga a su disposición para ese entonces, la cual, evidentemente, podrá ser favorable o desfavorable a los intereses de aquel.  
En mérito de lo expuesto hasta aquí, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, la vida y la dignidad humana de los cuales es titular el señor LEONEL VALDERRAMA HERNÁNDEZ, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR al INPEC A NIVEL NACIONAL Y REGIONAL VIEJO CALDAS que, en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, materialicen lo dispuesto por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que ordenó el traslado de dicho ciudadano a un centro de reclusión adscrito a ese Instituto, momento para el cual deberá haberle realizado todas las pruebas respectivas para verificar que no esté contagiado por el COVID y se pueda tener plena certeza de ello, aunque para ello tuviese que acudir a lo estipulado en el inciso final del parágrafo 5º
 del artículo 6º del Decreto 546 de 2020, esto es, ubicarlo preliminarmente en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.

TERCERO: ORDENAR al INPEC A NIVEL NACIONAL Y REGIONAL VIEJO CALDAS que VERIFIQUEN que el Director del Centro Carcelario al que sea trasladado el señor Leonel, expida en un lapso que no exceda las 72 horas a partir de su ingreso, con destino al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, la correspondiente cartilla biográfica y concepto frente a la concesión del subrogado de la libertad condicional. 

CUARTO: ORDENAR al JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA que, una vez recepcionados los documentos mencionados, y en un lapso que no supere las 72 horas hábiles, adopte una decisión de fondo con respecto a la solicitud de libertad condicional deprecada por el sentenciado, con los documentos que tenga a su disposición para ese entonces, la cual, evidentemente, podrá ser favorable o desfavorable a los intereses de aquel.  
QUINTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� “En relación con las personas que se encontraren en cualquiera os casos previstos en los literales a, b, c, y d del artículo segundo del presente Decreto Legislativo, que no sean beneficiarias de la prisión o de la  detención domiciliaria transitorias por encontrase inmersas en las exclusiones de que trata artículo, se deberán adoptar las medidas necesarias por parte del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), para ubicarlas en un lugar especial que minimice el eventual riesgo de contagio.”
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